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			Introducción

			No solo es el amor por la Armada, que también. Es el convencimiento de que su historia, la de sus buques y sus submarinos, la de su Infantería de Marina y sus aeronaves y, muy especialmente, la de sus hombres, se ha ganado con creces el derecho a ser contada, escrita y recordada. Algo que merece hacerse, además, de manera objetiva, sin ocultar nada, contemplándola con la perspectiva de los años y huyendo del apasionamiento. Apuntando al análisis histórico y técnico, escapando de la parcialidad y el sesgo, aunque sin olvidar las emociones. 

			España es un país eminentemente marítimo, y lo que ha sucedido en la mar a lo largo de la historia siempre ha tenido una enorme importancia y repercusión sobre el resto de los ámbitos. Y la Guerra Civil no es una excepción. A pesar de haber sido un enfrentamiento que se decidió en tierra, lo ocurrido en el entorno naval tuvo gran relevancia e influencia. Cuando se trata, casi todos han oído hablar del fracaso de la sublevación en Barcelona o Madrid, de la derrota republicana del frente del norte, del Jarama, Brunete o la batalla del Ebro. Pero pocos conocen la manera en la que la Armada entró en ella, lo que pasó en el Cantábrico mientras ese norte caía o que gran parte del material que se usó en el Jarama y Brunete había llegado a España a través del mar. Casi nadie recuerda cómo fuerzas de Infantería de Marina combatieron en las primeras líneas de los dos bandos, o que la aviación naval voló sobre los frentes terrestres. Apenas está en la memoria la manera en que el crucero Baleares o el destructor Almirante Ferrándiz se fueron a pique llevando consigo cientos de marinos españoles; o las historias de los submarinos republicanos que se perdieron bajo las aguas sin que nadie haya vuelto a saber de ellos.

			Es por ello por lo que es muy importante trasladar y consolidar sobre el papel los testimonios, estudios e investigaciones que nos permitan conocer cómo fue la historia de la Marina en la Guerra Civil. Y hacerlo de una manera accesible para el público general, de forma que el lector menos familiarizado con el tema sea capaz de alcanzar su propio conocimiento y conclusiones de todo lo que pasó en las aguas españolas entre 1936 y 1939. Pero, sobre todo, es importante completar este proyecto superando los análisis llenos de juicios anticipados, siempre sujetos a una afinidad o visión política, que tratan lo sucedido entonces como el enfrentamiento de los suyos contra sus enemigos.

			Aproximándonos a la escasez de trabajos que estudian lo sucedido en la mar en comparación con otros ámbitos, hay que recordar cómo la historiografía militar española del siglo xx ha dedicado escasas obras al devenir de la Armada en general. Aunque pueda sorprender, existen periodos o vicisitudes de las que poco se sabe, más allá de la tradición oral mantenida en el seno de la institución, y que aún demandan trabajo y dedicación investigadora. Esta laguna cuenta precisamente con esta excepción a la que se ha dedicado un poco más de atención: el estudio de su participación en la Guerra Civil española, aunque en ningún caso tanta como a la guerra terrestre en el mismo periodo. 

			Sobre ella se han publicado diversas obras de interés, además de haberse elaborado productos académicos, artículos y documentos de diversa índole que han contribuido a transcribir diferentes aspectos de lo que sucedió entonces. Sin embargo, se debe indicar que es difícil localizar trabajos que hayan abordado el tema sin incorporar el sesgo ideológico. Pocos se centran en el análisis técnico, con un tratamiento ajeno a las pasiones que aún despierta la contienda civil. Ello es consecuencia de muchas razones. Por ejemplo, por la proximidad de los autores al hecho bélico, a través de su participación o de su conocimiento directo y, en la mayoría de los casos, por haber construido su relato desde su afinidad personal o política. 

			Los primeros trabajos ya se elaboraron durante el enfrentamiento, entonces con propósitos propagandísticos, muy especialmente por escritores y periodistas afines al bando sublevado. Varios se publicaron antes de 1939 y ni siquiera completaron el relato de la guerra. Este es el caso del libro de Julio Pardo Canalis Apuntes para la historia de la Marina Española. Cuando el mar no era un camino, o la saga del portugués Mauricio de Oliveira, La tragedia española en el mar, entre otros. 

			Entre las obras principales que tratan en su conjunto la guerra en la mar difundiendo la visión del bando rebelde, la más completa es sin duda la realizada por los hermanos Moreno, La guerra silenciosa y silenciada, publicada a finales de los años noventa. Este trabajo, formado por cinco tomos, resulta muy extenso, técnico y complejo para el lector no especializado y desconocedor del tema, pero es el que contiene mayor número de datos y referencias a documentos de enorme interés, a los que sus autores tuvieron un acceso privilegiado. Los hermanos Moreno son hijos del jefe de la fuerza naval sublevada, y sirvieron en sus filas durante la guerra. Como conjunto algo más breve, pero con una aproximación similar, se encuentran los cuatro tomos de la obra de Ricardo Cerezo, Armada española, siglo xx. 

			Anteriores a ambos trabajos son las memorias del almirante Juan Cervera Valderrama, jefe del Estado Mayor de la Armada franquista, tituladas Memorias de guerra; o las del almirante Francisco Moreno, La guerra en el mar, transcritas por sus hijos en los años cincuenta y publicadas con la censura del régimen. Igualmente se dispone de bastantes recuerdos de componentes del bando sublevado, algunos más conocidos y difundidos, como los de Manuel Calderón, y otros guardados en archivos, conjuntos de causas, informes o relatos parciales.

			Por el contrario, son escasos los trabajos publicados que aborden la historia de la Marina en la guerra en su conjunto con la visión de los protagonistas republicanos. De ellos destacan particularmente dos. Por un lado, las memorias de Bruno Alonso, que fue el comisario de la flota gubernamental, tituladas La flota republicana y la Guerra Civil de España. Por otro, La escuadra la mandan los cabos, de Manuel Domínguez Benavides, que, si bien carece de referencias documentales y excede de apasionamiento, tiene el valor de contener el punto de vista de un político socialista que, encarcelado por los sucesos de octubre de 1934, vivió lo sucedido en primera persona como comisario en la flota republicana. Bruno Alonso hace una crítica profunda al perjuicio causado por los comités y la influencia comunista en la fuerza naval gubernamental, mientras que Benavides dirige la suya sobre el propio Alonso precisamente. 

			Recientemente, a los anteriores se han unido las memorias de Ginés Sánchez Balibrea, publicadas en la obra Guerra y exilio, donde ofrece su testimonio como infante de marina leal al Gobierno, proporcionando unos datos extraordinarios sobre las vicisitudes de este cuerpo en el bando republicano. Afortunadamente, en diversos archivos también van apareciendo documentos que contienen los recuerdos de más protagonistas de las filas gubernamentales, como los del cabo Francisco Díaz Bueno, quien trasladó sus vivencias en la Marina republicana a un amplio conjunto documental, o del auxiliar Francisco Galán, cuyas memorias tienen un enfoque más personal, pero asimismo interesante.

			Los trabajos que abordan toda la guerra se completan con la obra de Michael Alpert La Guerra Civil española en el mar, publicada en los años ochenta, y cuyo mérito reside en consolidar en un documento de una extensión asequible al lector habitual las principales vicisitudes de la guerra, con un planteamiento muy ameno y de gran calidad. Alpert también incorpora una valiosísima aproximación internacional proveniente de la consulta de los archivos británicos. Y, si se trata de comprender este aspecto, sin duda hay que acudir a los trabajos tanto de Peter Gretton, El factor olvidado. La Marina británica y la Guerra Civil española, como de Sabatier de Lachadenède, La Marina francesa y la Guerra Civil de España.

			Aparte de los trabajos que abarcan todo el enfrentamiento, existen muchos más que se centran sobre algún aspecto o ámbito determinado, conteniendo un inevitable sesgo ideológico. Por ejemplo, los de José Cervera Pery Alzamiento y revolución en la Marina o Avatares de la guerra española en el mar, con la visión del bando sublevado, o el libro de Daniel Sueiro La flota es roja, que trata el punto de vista republicano de la actuación de Benjamín Balboa. 

			En otro orden de cosas, durante los últimos años también se han publicado diferentes productos que han completado muchos aspectos de la guerra en la Marina republicana, que hasta ahora no habían sido abordados con profundidad. Por ejemplo, aunque dirigidos también a partes más concretas, destacan por su interés y calidad los artículos del profesor Pedro María Egea Bruno, que incorporan un valioso trabajo de investigación en los archivos de diferentes organizaciones políticas. También los libros de Luis Miguel Cerdera Jiménez, con un trabajo único sobre la posición de Málaga como punto de apoyo de la Marina gubernamental titulado Málaga: base naval accidental, y la biografía del marino republicano Pedro Prado Mendizábal, titulada Bajo cinco banderas. Y hay mencionar los trabajos de Juan Pardo San Gil, particularmente Euzkadiko Gudontzidia. La Marina de Guerra Auxiliar de Euzkadi, que es el documento que mejor y más profundamente aborda la historia de esta organización naval durante la guerra. 

			En otros ámbitos también han proliferado interesantísimos blogs y páginas web que ofrecen de manera atractiva y amena detalles sobre múltiples episodios, bien relatados y escritos, caso, por ejemplo, del dirigido por Benito Sacaluga. Si bien es muy habitual que todos ellos cuenten con un claro posicionamiento político, que, en ocasiones, condiciona el tratamiento del tema, no es menos cierto que se han convertido en unas fuentes relevantes para conocer la contienda naval desde una interesantísima perspectiva política.

			Es importante indicar que a lo largo de varias décadas ha habido diferentes autores que han incidido sobre el controvertido y doloroso asunto de los asesinatos y la represión ejercida durante la guerra en ambos bandos, y los posteriores consejos de guerra llevados a cabo por el régimen franquista a los marinos republicanos que permanecieron en España. Los más próximos al bando sublevado siempre han abordado la parte que les afecta de este tema como un aspecto destacado de sus obras y, ya en los últimos años, otros han completado los estudios con la relación del bando republicano, pasada por alto de manera injusta. Se estima que este tema concreto ha sido ya tratado con profusión y gran detalle, por lo que poco aportaría volver a hacerlo en esta obra, dados los múltiples trabajos de investigación existentes. Por esta razón, se va a evitar profundizar en una cuestión polémica que solo contribuye indirectamente al propósito principal de este libro, que no es otro que realizar un recorrido completo y general de toda la guerra, revisándola objetivamente desde el punto de vista militar.

			Ya para finalizar esta general y somera revisión de los trabajos más importantes, merecen una mención destacada, por su calidad y por encontrarse entre los muy escasos documentos que tratan técnicamente diferentes aspectos de la guerra en la mar sin sesgo político, los del profesor norteamericano Willard Frank. Múltiples productos académicos y tareas en los que abordó muchos temas con acceso a fuentes que en muchos casos no habían sido tratadas antes, como los propios archivos alemanes.

			Desde la publicación de la obra de Michael Alpert en 1987 no se ha difundido ninguna otra con una extensión asequible para los lectores menos familiarizados con el tema naval. Por ello se ha creído necesario acometer una nueva revisión de la historia de la Marina en la Guerra Civil que dé por resultado un único libro que trate todos sus aspectos y componentes de manera completa, incluidas las vicisitudes de su Infantería de Marina, actualizando y consolidando los datos y descubrimientos aparecidos en las últimas décadas. 

			Y algo más importante, que casi noventa años después lo haga ya de una manera imparcial, con una visión técnica y carente del sesgo ideológico de todas sus predecesoras. Para ello, este trabajo se ha esforzado en efectuar un análisis objetivo de los hechos atendiendo a la documentación y a los testimonios disponibles, evitando la tradicional subjetividad con que la historiografía nacional ha tratado este tema. Huyendo de la evaluación política ajena a la que realizan los propios protagonistas, y centrándose en un estudio de los hechos basado en la visión profesional del tema. Casi noventa años después del comienzo de la guerra, parece que ya era el momento de acometer este proyecto. La historia de la Marina española se lo merecía.

		

	
		
			1. 
LA MARINA DE GUERRA EL 14 DE ABRIL



			El 14 de abril de 1931 se proclamó la Segunda República. Su llegada fue consecuencia del resultado de las elecciones municipales celebradas apenas dos días antes, el día 12. Estas se habían interpretado como un plebiscito contra la monarquía, y el triunfo de las candidaturas republicanas en la mayor parte de las capitales de provincia impulsó el cambio de régimen. 

			Curiosamente, había sido un marino quien las había convocado, el último presidente del Consejo de Ministros de la monarquía: el capitán general de la Armada Juan Bautista Aznar y Cabanas. Aznar había combatido a las órdenes del almirante Cervera en Santiago de Cuba, había sido el jefe de la escuadra española que acudió a la costa marroquí durante el desastre de Annual y también había desempeñado el cargo de ministro de Marina. Dos años después, el ministro José Giral Pereira, responsable entonces de la cartera de Marina, acudiría a su entierro representando al Gobierno republicano.

			Ante la convulsión política y social creada, y con la pretensión de evitar una guerra civil, el rey Alfonso XIII abandonó el Palacio Real de Madrid al atardecer del mismo día 14. Partió en dirección a Cartagena, a cuyo arsenal militar llegó a las 04.05 de la madrugada del día 15. Lo hizo acompañado por el ministro de Marina, el almirante Rivera. Una vez allí, bajo la protección de la compañía de Infantería de Marina que controlaba el acceso de la población a las instalaciones navales, se desplazó hasta el muelle de la Machina, donde le esperaban las autoridades navales presentes. En ese lugar fue despedido por el almirante Magaz, capitán general del departamento; el vicealmirante Montagut, comandante general de la escuadra; el vicealmirante Cervera, comandante general del arsenal, y el contralmirante Salas, comandante general de la división de cruceros. 

			Subió al pequeño bote que lo trasladó fuera de la dársena del arsenal, hasta el crucero Príncipe Alfonso que se encontraba amarrado por la popa al muelle rompeolas de la Curra. A bordo lo recibió su comandante, el capitán de navío Manuel Fernández Piña. En torno a las 05.05 horas largó amarras. Abandonaba España, rumbo a un exilio del que jamás regresaría. Con él embarcaba también el almirante Rivera, que lo había acompañado desde Madrid y lo haría igualmente en esta última singladura.

			El barco llegó a Marsella a las 05.45 horas del día 16. La dotación formó en sus puestos de babor y estribor de guardia. Tras largar una escala junto a la que se abarloó un bote, se mandó firmes, se presentaron armas y el rey apareció vestido de civil, con sombrero y abrigo marrón. Sin hablar, se despidió de los oficiales con un apretón de manos y desembarcó. Al separarse el bote del barco y mirar hacia la cubierta, con la imagen del personal formado para su despedida, el rey rompió a llorar. 

			Antes, a bordo, conforme recuerda Joaquín Arrarás en el primer tomo de su Historia de la Segunda República española, había dejado escrito un último mensaje para la Marina de guerra española (Arrarás, 1956):

			Convencido estoy de que para ser España algo y pesar en la balanza mediterránea, ostentando nuestro rango y contribuyendo al mantenimiento de la paz, es necesaria la mayor eficacia de nuestras fuerzas navales, tanto en material como en personal. Vosotros, con vuestra lealtad, entusiasmo y disciplina, honrasteis siempre la enseña gloriosa de nuestros mayores, que, al flotar al viento sobre vuestras cabezas, cobijándoos bajo sus pliegues, os hacía sentir la protección y amparo de la madre patria. El crucero que exaltó nuestro orgullo, cuando, recién construido, mostraba la última palabra de la técnica, en aquellos días en que visité puertos de Italia, Inglaterra y Francia, en el Mediterráneo, recibiendo por doquiera felicitaciones por su estado de eficiencia, es el que ahora me conduce hasta tierra extranjera y la última española en que vivo. Al arriar mi pendón, en la seguridad del deber cumplido, y para evitar derramamiento de sangre entre hermanos, os ruego que sigáis laborando con fe por nuestra Marina y sirviendo a la patria con el mismo entusiasmo con que lo habéis hecho en mi tiempo; y cuando formadas las brigadas, gritéis ¡Viva España!, sabed que nunca os olvido y que mi corazón está con vosotros. 

			Alfonso, R.

			Tras desembarcar el rey, el comandante del barco ordenó arriar la bandera e izar la tricolor. El 17 de abril el buque estaba de regreso en Cartagena, donde a su llegada también cambiaría su nombre, pasando a convertirse en el crucero Libertad. En los mismos días, su hijo el infante don Juan, que se encontraba entonces estudiando en la Escuela Naval Militar en San Fernando (Cádiz), embarcaría en la madrugada del día 14 en otro buque de la Armada, el torpedero n.º 16. Al igual que a su padre, la Marina de guerra lo trasladaría al exilio, en este caso hasta el puerto de Gibraltar. 

			El cambio de régimen en la Armada

			El día 14, al mismo tiempo que el rey Alfonso XIII iniciaba su viaje al exilio, la Marina militar se convirtió en republicana. La proclamación fue recibida de diferente manera. En el caso de los oficiales, la actitud general fue de indiferencia y, en todo caso, acatamiento, aunque también existía un núcleo que la acogió con un mayor beneplácito. Los sentimientos que se habían generado contra la monarquía canalizaron un ambiente favorable al cambio de régimen, que provocó que, salvo excepciones, la República no fuese recibida con descontento ni desafección dentro de la Marina (Bordejé, 1978, 556). Del mismo modo, tampoco los Gobiernos republicanos percibieron a la Marina militar como una institución peligrosa para el régimen (Cervera, 2011, 23).

			A pesar de que se pueden encontrar referencias escritas a un supuesto monarquismo o tradición aristocrática entre los cuerpos de oficiales de la Armada de aquella época, la realidad era que en su mayor parte mostraban un perfil más técnico y menos político que el resto de los componentes de los cuerpos armados, como era el caso del Ejército. 

			El alejamiento de esos extendidos tópicos se demostraría poco después con el hecho de que, al contrario que en el Ejército, muy pocos abandonaron el servicio con motivo de la llegada de la República, como fue el caso del entonces teniente de navío Álvaro de Urzáiz y de Silva (Ruiz, 2005, 21 y Moreno, 1998, I, 93). La institución se encontraba desplegada fundamentalmente en Ferrol, Cádiz y Cartagena, lugares alejados de los principales focos políticos y de poder de la época, como Madrid o Barcelona, lo que sin duda restaba inquietud y desasosiegos ideológicos a los oficiales.

			No hay que olvidar tampoco que, en la Armada, de igual forma que en otros ámbitos de la sociedad y demás instituciones armadas, en los años 1930 y 1931 también habían emergido con fuerza grupos proclives a superar la monarquía con una república. El general Emilio Mola, en sus Memorias del tiempo como director general de Seguridad, hace referencias concretas a la predisposición que existía en determinados foros de oficiales navales al cambio de régimen, en especial entre aquellos de menor edad y antigüedad. 

			Así, detalla cómo en un escrito anónimo fechado el 25 de mayo de 1930 se le avisa de la posición antimonárquica del capitán de corbeta Ángel Rizo, al que seguirían multitud de oficiales jóvenes.  En la misma línea, reitera en varias páginas cómo durante los últimos meses de la monarquía los seguidores de una república no dejaron de trabajar la oficialidad de la Armada, «logrando hacer bastantes prosélitos entre los jóvenes», una tarea que pronto incrementaría el número de oficiales y clases comprometidos, dando lugar a la creación de un importante núcleo en la Marina militar proclive al cambio de régimen (Mola, 1933, 103, 115, 122).

			Mola, en un documento posterior, recordaría que en aquel tiempo también tuvo noticias de que, en una fiesta celebrada en un buque fondeado en Ferrol, alguno de los oficiales presentes cantó «La Marsellesa» y se menospreciaron ciertos atributos reales colocados en la cámara de oficiales; algo que él valoraba como una muestra de que bastantes jefes y oficiales de la Armada simpatizaban con los enemigos de la monarquía (Mola, 1934, 150).

			Pero, a pesar de la existencia de grupos favorables a la República y del generalizado acatamiento entre la oficialidad, donde la asunción del nuevo régimen se realizó sin mayor novedad y la normalidad presidió el cambio de bandera en la mayor parte de los buques y unidades, también se puede encontrar algún indicio puntual de hostilidad. El día 15 de abril de 1931, a bordo del submarino B-1, por orden de un maquinista y en ausencia del comandante se izó la bandera republicana. Al llegar este a bordo, mandó formar a la dotación conminándola a acatar aquella bandera al tiempo que destacaba que él lo iba a hacer «a la fuerza» (Benavides, 1976, 320). También destaca lo sucedido a bordo del acorazado España, mencionado por el radiotelegrafista Benjamín Balboa en una carta en la que se hacía eco del malestar mostrado abiertamente por el capitán de fragata Vierna Belando por el ¡Viva la República! pronunciado por un miembro de la dotación, un incidente del que se hablará en los siguientes párrafos (véase Franco, 2004, 128). 

			Mola hace igualmente referencias a cómo «la propaganda [antimonárquica] también había hecho prosélitos entre las clases subalternas» y cómo en el departamento de Ferrol era cada vez mayor el número de «clases» comprometidos (Mola, 1933, 115 y 122). Aunque el perfil de los miembros de los cuerpos subalternos era en general similar al de los oficiales, técnico y alejado de disquisiciones políticas, la propaganda antimonárquica sobre estos había sido impulsada desde partidos más radicales, que aprovechaban el discurso del cuestionamiento social y la lucha de clases, y allí donde había calado lo había hecho con más fuerza y motivación. 

			Mola, en un informe sobre la situación en las fuerzas armadas realizado antes del 14 de abril, hace referencia a esta situación al indicar que «dichos cuerpos auxiliares y las clases subalternas […] están casi en su totalidad comprometidos a secundar cualquier movimiento de rebelión», cuestión que achaca en gran parte al enfrentamiento que estos mantenían por cuestiones de prerrogativas con el cuerpo general (Mola, 1934, 150). Aunque es más que probable que el número de personal deseoso de la llegada de la República fuese mayor que entre los oficiales, la realidad fue que en el caso de los cuerpos subalternos la reacción general fue similar: acatamiento y disciplina.

			Pero, sin duda, entre los profesionales donde la propaganda más radical penetró y caló hondamente fue entre los cabos. Estos constituían el escalón superior de las clases de marinería, y eran los más desfavorecidos en cuanto a su situación laboral y social. Ni siquiera tenían el estatus de personal permanente, y sus condiciones de trabajo y vida a bordo eran, con diferencia, las más duras y precarias. Por todo ello, fue donde tuvieron mayor éxito las posiciones ideológicas más extremas, y fueron ellos quienes recibieron con mayor ilusión el nuevo régimen. 

			Lo hicieron llenos de unas expectativas de cambio y mejora que la propaganda había hecho crecer hasta alcanzar unos horizontes poco realistas, haciéndoles olvidar que eran miembros de una institución militar inevitablemente jerarquizada, donde no todo lo que ellos pretendían tendría cabida y que, por tanto, no les permitiría alcanzar todas sus pretensiones. Interpretaron el cambio de régimen de una manera equivocada, y sus reacciones de esos días llegaron a complicar el funcionamiento de diversos buques de forma brusca. La propaganda política les había hecho creer que la República solucionaría todos sus problemas en poco tiempo y las esperanzas creadas por el cambio, y la consiguiente frustración al no alcanzarlas de forma inmediata, desataron una oleada de indisciplina en los buques. 

			Así, sobre la reacción de las clases subalternas existe constancia de diversos incidentes acaecidos tras la proclamación. Nada más llegar el nuevo régimen, hubo plantes contra los oficiales, con claros visos de rebelión, en el acorazado Jaime I y en los cruceros Méndez Núñez y Reina Victoria (Cerezo, 1983, I, 313). Al mismo tiempo, en el acorazado España, un sector de las clases subalternas aprovechó el gesto antirrepublicano realizado por el capitán de fragata Vierna Belando, para llevar a cabo un conato de rebelión, que el radiotelegrafista Benjamín Balboa interpretó así: «[E]l Jaime I se quedó boyado dos horas en la mar y el España, si no es por la oportuna intervención de las clases, se hubiese quedado sin jefes, todo esto a causa de un “Viva la República” dado por un cabo y haberle sentado mal a un tal Vierna». 

			Con el 14 de abril salieron a la luz las ideas y las demandas que muchos activistas pertenecientes a las clases de marinería albergaban hacia el nuevo régimen. A caballo de ellas, se mostraron las actitudes contrarias a la disciplina mencionadas anteriormente que causaron honda preocupación en los mandos desde el primer momento. Ya el 18 de abril de 1931, el vicealmirante Joaquín Montagut, quien por entonces mandaba la escuadra, alertaba por medio de un relevante escrito al nuevo ministro de Marina, Santiago Casares Quiroga, de los preocupantes sucesos acaecidos en los buques tras la proclamación. 

			En este informaba de la asunción del nuevo régimen a bordo de los buques, del cambio de insignias, la retirada de los retratos de la familia real y de todos los emblemas monárquicos, entre otras cuestiones. Con esas novedades le comunicaba también las preocupantes reuniones mantenidas en tierra por componentes de las clases subalternas donde determinados oradores habían pedido «vengar agravios de la oficialidad y la intervención de las clases en el mando y administración de los buques». Al mismo tiempo, alertaba de la marcha hacia Madrid de elementos escogidos para hacer llegar a la persona del ministro sus reclamaciones, la «actitud pasiva» en los trabajos de determinados individuos y los gritos de «Abajo los tiranos» pronunciados junto con los de «Arriba la República» en el crucero Cervantes.  Ante la incomodidad causada por esta tensa situación, el contralmirante Salas, futuro jefe del Estado Mayor de la Armada republicana, desembarcó voluntariamente, mientras él —Montagut— había ordenado el desembarco forzoso del condestable Paz y diversos cabos de artillería. 

			Como consecuencia de dicha situación, también solicitaba autorización para desembarcar a más personal si las cosas empeoraban. Debido al incremento de la agitación por la influencia negativa que traerían las reuniones de las clases, la maestranza y los operarios de las factorías de la constructora naval, proponía asimismo realizar un despliegue y separación temporal de los buques por los puertos de Palma de Mallorca, Mahón, Tarragona, Algeciras, Cádiz, Vigo, Ferrol y Ceuta, al tiempo que rogaba una revista del nuevo ministro de Marina a la escuadra como elemento que calmaría los ánimos. 

			A pesar del general acatamiento e indiferencia con que había sido recibido el nuevo régimen, el 14 de abril se había visualizado de forma clara una línea de fractura que poco tenía que ver con la naturaleza del nuevo régimen, y sí más con la lucha de clases y las esperanzas de los más desfavorecidos, que siendo objeto y habiendo asumido muchas de las proclamas radicales de aquel tiempo, esperaban de la nueva república unos resultados que no podía dar.

			La herencia naval republicana

			La Marina que se despertó republicana ese 14 de abril no se construyó en un día. Era una herencia naval elaborada entre el desastre de 1898 y 1931, y de la que tuvo que hacerse cargo el nuevo régimen. En ese periodo, la Armada había evolucionado y sufrido muchos vaivenes, planes y programas que habían configurado la organización y el personal, la fuerza y las bases navales que se encontró la República. Las piezas fundamentales con las que habría de llevar a cabo su política naval.

			Poco más de treinta años atrás, el poder naval español había sufrido especialmente las consecuencias de la guerra contra los Estados Unidos. Si bien es cierto que los encuentros navales de las escuadras de Cervera en Cuba y Montojo en Filipinas no habían supuesto un gran número de pérdida de vidas en comparación con las acciones en tierra de las fuerzas del Ejército o la propia Infantería de Marina: —trescientos treinta y dos muertos y ciento noventa y siete heridos en la escuadra de Cervera y setenta y cuatro muertos y doscientos sesenta y cinco heridos entre la escuadra de Montojo y la dotación del arsenal de Cavite—, sus consecuencias sí que produjeron un impacto muy profundo en la Armada. 

			Estas incidirían de manera relevante sobre dos ámbitos muy diferentes. Primeramente, en el aspecto moral, donde una gran parte de la sociedad española responsabilizó a la Armada y a las derrotas de sus escuadras en ultramar del resultado de la guerra, culpa que compartió con el Ejército. Los componentes de la institución vieron así su papel desacreditado y su imagen y reconocimiento social menoscabados, lo que les llevó a encerrarse bajo un caparazón en los años sucesivos, heridos por la injusta consideración.

			En segundo lugar, la guerra provocó una pérdida en el poder naval español como no se había conocido hasta entonces. En el transcurso del desastre, entre los buques que cayeron en combate, los que no fue posible trasladar a la península y los inservibles cuya reparación no compensaba, se perdieron noventa y una unidades de todas las clases y tamaños. A esta cifra habría que añadir otros veinte más que se dieron de baja entre 1898 y 1899 por estar completamente obsoletos (Rodríguez, 2010, 47-54). 

			Si en el Estado general de la Armada de 1898 figuraba que se contaba con ciento sesenta y cinco buques, en el de 1901 aparecían únicamente cuarenta y nueve unidades. Esto suponía que en menos de tres años el poder naval español había perdido el 70 por ciento de sus efectivos. Pero si estos datos corresponden al análisis cuantitativo, cualitativamente se habían perdido las unidades más modernas y poderosas. Tras la guerra, los únicos buques que podían sostener un combate naval frente a homólogos europeos eran el acorazado Pelayo y el crucero Carlos V. El poder naval español prácticamente había sido borrado del mapa.

			Por si fuera poco, a nivel político también se había creado un estado de opinión muy negativo hacia la Armada por su papel en la guerra que nos llevó a la pérdida de las colonias. De esta forma, el debate para destinar recursos económicos en la recuperación del poder naval no iba a ser sencillo. Así, los años inmediatos tras el desastre se discutió mucho sobre la conveniencia de invertir y la oportunidad de recuperar las capacidades perdidas de la Marina de guerra. Como consecuencia, la decisión de hacerlo tardó en llegar. 

			Conviene indicar aquí que muchos de los oficiales generales en activo en los años treinta habían participado o sido testigos directos de aquella guerra y sus consecuencias, varios de ellos embarcados en los buques de ultramar. Por su parte, los capitanes de navío que llegaron a la Guerra Civil eran alumnos de la Escuela Naval durante el desastre, y los de fragata y corbeta habían ingresado en la Armada entre 1905 y 1917, en los momentos de mayor decaimiento material y moral del poder naval español. Todos sin excepción habían sufrido por un estado de opinión que ponía en tela de juicio la actuación naval allí.

			Así, por ejemplo, el jefe del Estado Mayor de la Armada y el jefe de la escuadra en julio de 1936, los vicealmirantes Javier de Salas y Miguel de Mier respectivamente, habían navegado y combatido en Cuba a finales del siglo xix. Por otro lado, el jefe de la base naval principal de Ferrol en ese mismo mes de julio, el vicealmirante Indalecio Núñez, lo había hecho en Filipinas. Mientras tanto, el contralmirante Antonio Azarola, segundo jefe de la base naval principal de Ferrol al comienzo de la Guerra Civil y alférez de navío el verano del noventa y ocho, había vivido el desastre desde la distancia y la preocupación, embarcado en el buque Nautilus, atracado en el arsenal de la Carraca.

			España era y es un país con una fortísima naturaleza marítima, fruto de su privilegiada posición geoestratégica. La pérdida de Cuba y Filipinas había terminado con nuestra proyección ultramarina, pero al mismo tiempo hizo resurgir nuestra naturaleza mediterránea. Ello puso en mayor valor aún nuestra situación entre dos mares tan importantes como el océano Atlántico y el Mediterráneo, cuyo encuentro a través del estrecho de Gibraltar estaba bajo nuestra influencia, compartida con Gran Bretaña. Un lugar al que la apertura del canal de Suez en 1869 había otorgado todavía más la relevancia de las rutas marítimas que cruzaban el Mare Nostrum.

			A partir de 1908 los sucesivos Gobiernos españoles iban a planear e iniciar diversos programas navales que terminarían por configurar la Armada que amaneció el 14 de abril. Unos planes que habrían de chocar con una evolución vertiginosa en el escenario naval mundial que cambiaría por completo la forma y los medios para llevar a cabo la guerra en la mar. Partiendo del desastre de 1898, la evolución de la Marina hasta 1931 estuvo marcada fundamentalmente por los impulsos de tres actuaciones: los planes de Maura-Ferrándiz, los planes del almirante Miranda y el conjunto de proyectos de los años veinte. Todos ellos van a configurar la fuerza naval republicana, sus bases y su situación de partida. Antes de revisarlos brevemente hay que indicar que el diseño de cada uno de los tres habría de convivir con un contexto naval distinto. 

			En el caso de los planes de Ferrándiz sería la carrera naval internacional que apuntaría al desencadenamiento de la Primera Guerra Mundial. Los programas de Miranda coincidirían de lleno con la contienda y los profundos cambios que esta introduciría en la forma de llevar a cabo la guerra en la mar. Por último, los programas de los años veinte se desarrollarían paralelos a los acuerdos e intentos internacionales destinados a reforzar la seguridad por medio del control de los armamentos navales, y su posterior fracaso. 

			Dichos acuerdos se centraron en el balance de las potentes unidades de superficie: sobre todo acorazados y cruceros, y no lograron extenderse a los medios de menor tonelaje. Un proceso en el que España solo participaría como observador sin alcanzar compromiso alguno, y que concluiría con un resultado diferente al esperado: un gran desarrollo tecnológico y cuantitativo de las flotas y los medios navales auxiliares. 

			El programa naval de Ferrándiz y la reconstrucción de la escuadra

			Simultáneamente con lo que sucedía en España con su Armada, como se ha anticipado, el comienzo del siglo xx contemplaba cómo la carrera naval que se estaba desarrollando a nivel mundial entre Alemania y Gran Bretaña, y a nivel Mediterráneo entre Italia y Austria, arrastraba al resto de las naciones, caso de Francia o Estados Unidos, a construir más y más poderosos buques de guerra. Una situación que sin duda influyó y ayudó en la decisión de superar los prejuicios hacia la necesidad de disponer de una flota capaz, e iniciar la reconstrucción de nuestro poder naval a partir de 1908, diez años después de perderlo casi por completo en Cuba y Filipinas, y veintiocho antes de empezar nuestra Guerra Civil. 

			Tras el indicado periodo de pasividad ante la situación del poder naval español, a partir de 1907 se aprobó un conjunto de reformas impulsadas por el vicealmirante José Ferrándiz y Niño, ministro de Marina del Gobierno de Antonio Maura. En esencia, implicaron la modernización y adaptación de los Reales Arsenales, la reorganización de la estructura y la normativa de personal y la ejecución de un importante programa naval, contenido en la más importante de sus normas: la ley del 7 de enero de 1908. 

			Esta pretendía reconstruir el poder naval perdido y recuperar las capacidades de la escuadra.  Tras diversas vicisitudes, sus resultados concluyeron en la construcción de las siguientes unidades:

			• Tres acorazados de 15.000 tm de desplazamiento. Los clase España: Jaime I, España y Alfonso XIII, que fueron los más pequeños del mundo dentro del tipo Dreadnought. 

			• Tres pequeños destructores de 350 tm. Los clase Bustamante: Cadarso, Bustamante y Villaamil. 

			• Veintidós torpederos de 185 tm. Nombrados con su número, del 1 al 22.

			• Cuatro cañoneros. Los clase Bonifaz: Laya, Lauria, Recalde y Bonifaz.

			• Tres pequeños guardapescas. La clase Delfín: Delfín, Dorado y Gaviota. 

			• Otros buques menores: cuatro aljibes, un remolcador y diversas barcazas para carbón y municiones. 

			La inversión total planteada en la ley superaba los 198 millones de pesetas, de los que 135 millones, casi el 68 por ciento, se iban a dedicar a la construcción y el armamento de los tres acorazados. El resto, además de a financiar las demás unidades, iba a ser dedicado a un fin muy importante: la modernización y adaptación de las bases navales. 

			Como actuaciones más relevantes en este ámbito hay que destacar la construcción en la base naval de Ferrol de un dique para grandes buques, bautizado como Reina Victoria Eugenia y que sería ampliado posteriormente en 1926, o la infraestructura dirigida a apoyar la construcción, el mantenimiento y la operatividad de los nuevos acorazados, así como la realización de los talleres de construcción de cañones y montajes y la preparación de la fábrica de proyectiles en la base naval de la Carraca.

			Uno de los efectos indirectos más relevantes de la aplicación de estos proyectos sería el nacimiento de la Sociedad Española de Construcción Naval (SECN). Se constituyó en Madrid por escritura pública de 18 de agosto de 1908, y fue la ganadora del concurso público dirigido a adquirir las unidades antes detalladas (García Martínez, 2007, 9). Estuvo inicialmente participada en un 60 por ciento por un consorcio de diversos industriales españoles y el 40 por ciento restante por las empresas británicas Vickers Ltd, Armstrong-Whitworth, John Brown & Co. Ltd y Thornycroft, y la francesa Normand. Unas compañías con unas capacidades contrastadas en el ámbito de la construcción naval mundial.

			En dos años, el astillero de esta nueva sociedad en Ferrol incorporó, entre otros, una grada de 180 m y un taller de herreros que le capacitarían para hacer frente a partir de entonces a la construcción de las grandes unidades, acorazados y cruceros. Por su parte, el astillero de Cartagena se dirigió a la elaboración de buques menores: destructores, cañoneros y torpederos o submarinos. En San Fernando, los trabajos realizados en las instalaciones de la Carraca llevaron a la apertura de los nuevos talleres de artillería, donde se fabricarían la mayor parte de los cañones de los buques a incorporar. 

			Las reformas de Ferrándiz también se dirigieron a otra capacidad singular de la Armada: la Infantería de Marina. Perdidas las colonias, y faltos de un cometido anfibio y expedicionario en el pensamiento naval español, el cuerpo se redujo y reorganizó, limitando su entidad a una brigada con tres regimientos para prestar servicio en los buques, arsenales, puertos y establecimientos.  Los primeros batallones de los regimientos dispondrían de 382 militares, mientras que aquellos encargados de la vigilancia de instalaciones fuera de las bases alcanzarían un total de 618. Al margen de esta brigada, el cuerpo contaría con una compañía que daría servicio al Ministerio de Marina en Madrid y otra destinada en Guinea Ecuatorial (Rodríguez González, 2010, 167).

			La ejecución del programa naval de Ferrándiz tuvo muchos beneficios. Entre los más relevantes estuvo la reconstitución de la escuadra española sobre la base de los tres nuevos acorazados: España, Alfonso XIII y Jaime I. Sin embargo, fue la parte menos visible la que tuvo consecuencias más positivas para los años sucesivos. La creación de la SECN, participada por unas empresas ubicadas en la vanguardia mundial, permitió la instalación en España de un tejido industrial naval y la importación de una tecnología en el campo de la industria naval que en los años posteriores sería capaz de satisfacer la demanda nacional de buques de guerra, eliminando progresivamente la dependencia del extranjero. De igual modo permitió la modernización de las bases navales nacionales para que pudiesen apoyar las nuevas unidades en servicio, lo que las situó al nivel de nuestros homólogos europeos.

			En el lado negativo, este plan hubo de enfrentarse a un desafío que no había previsto: el profundo cambio tecnológico y doctrinal que provocaría la Primera Guerra Mundial en el ámbito naval, y que superaría este programa antes de su conclusión, convirtiendo a sus unidades en sistemas obsoletos. La contienda habría de poner en cuestión el poder de los acorazados y el enfoque del combate centrado en la guerra de superficie. Incorporaría la guerra submarina y apuntaría las posibilidades de la guerra aeronaval, al igual que la electromagnética, con la generalización de la radio y la lucha para la detección y protección de las emisiones de ondas. Igualmente superaría al torpedero, ineficaz con mala mar y alejado de la costa, sustituyéndolo abiertamente por el destructor como escolta, extendería el empleo del combustible líquido y provocaría el desarrollo de las armas submarinas: minas y torpedos (Morales, 2018, 33-44). 

			Como ejemplo de las limitaciones de los buques de Ferrándiz, los acorazados no contarían con protección ante lanzamientos de torpedos, salvo unas redes de tipo Bullivant que se colocaban mediante tangones con el buque fondeado, de las que se dotó únicamente al España. Tampoco disponían de bulges o cofferdams con los que a partir de la guerra se equipó a las nuevas construcciones para luchar contra los efectos de las armas submarinas. 

			Así, a comienzos de la Guerra Civil, en agosto de 1936, cuando el España —ex Alfonso XIII— recibió en el costado de estribor, a unos dos metros bajo la línea de flotación, el impacto de un torpedo lanzado por un submarino, la fortuna hizo que no explosionase, pues de lo contrario, y con toda probabilidad, el buque se habría hundido (García Parreño, 1982, 201). Su suerte no duraría mucho más, y el 30 de abril de 1937, tras chocar con una mina, terminaría perdiéndose frente a Galizano, en la costa cántabra.

			La mayor parte de las unidades construidas por este proyecto iban a llegar a formar parte de la Marina republicana, y varias participarían en la Guerra Civil: dos de los acorazados, el España, ex Alfonso XIII, y el Jaime I; dos de los cañoneros, el Lauria y el Laya, y varios de los torpederos (Anca, 2008, 21, 38, 54 y 87).

			Los proyectos del almirante Miranda

			Los planes de Ferrándiz tenían un alcance limitado, y se pueden considerar como el inicio de la recuperación del poder naval español, pero para tener éxito necesitaban ser continuados. Al comienzo de la Primera Guerra Mundial, el cargo de ministro de Marina estaba desempeñado por el almirante Augusto Miranda y Godoy, la figura que más tiempo desempeñó la cartera en el primer tercio del siglo, y cuyas cualidades y visión le sitúan entre los mejores dirigentes navales españoles. Su permanencia en el cargo trajo consigo, además, una muy deseable continuidad en la dirección de este organismo, donde los planteamientos a medio y largo plazo son esenciales para alcanzar éxito. 

			Al poco de tomar posesión, Miranda diseñó un primer programa naval que se plasmó en el real decreto que le autorizaba a presentar un proyecto de ley, cuyo nombre muestra ya claramente la intención continuista con el proyecto de Maura-Ferrándiz: «Proyecto de ley sobre continuación de las construcciones navales».  Este contemplaba la fabricación de cuatro grandes buques de superficie: dos acorazados, dos cruceros, junto con la construcción de tres submarinos y el inicio de la de otros tres, aparte de diverso material flotante para auxiliar las operaciones logísticas en las bases.  El plan pretendía continuar las reformas de 1908 en lo relativo a la recuperación del poder naval español y al tiempo consolidar la industria nacional con suficiente capacidad tecnológica e independencia del extranjero. 

			Con este proyecto todavía sobre la mesa, Miranda aceleró y aprobó una orden puntual: la construcción en el arsenal de Ferrol del crucero Reina Victoria Eugenia, posteriormente renombrado como República tras el cambio de régimen en 1931, llegando en un estado precario a la Guerra Civil. Pero mientras tanto, la Primera Guerra Mundial iba a poner de manifiesto que algo estaba cambiando en la forma de hacer guerra en la mar, y, como consecuencia, Miranda supo ver que había que reorientar el pensamiento naval español y el diseño de la Armada si se quería mantener un poder capaz. 

			Por ello, antes de que se ejecutase, retiró el plan naval indicado anteriormente y presentó uno nuevo. Un proyecto convertido en ley en febrero de 1915 que ordenaba la construcción de las siguientes unidades: 

			• Cuatro cruceros rápidos, construidos en dos grupos: dos de la clase Méndez Núñez: Méndez Núñez y Blas de Lezo, y dos de la clase Príncipe Alfonso: Príncipe Alfonso —renombrado Libertad por la República— y Almirante Cervera. El Blas de Lezo se hundiría en 1932 al chocar con un bajo.

			• Seis cazatorpederos, destructores realmente, construidos en dos grupos: tres de la clase Alsedo: Alsedo, Velasco y Juan Lazaga, y tres de la clase Churruca: Churruca, Alcalá Galiano y Sánchez Barcaíztegui. 

			• Tres cañoneros de la clase Cánovas del Castillo: Cánovas del Castillo, Canalejas y Eduardo Dato (Anca, 2008, 87). Los tres, copia ampliada del modelo Recalde del programa de Ferrándiz.

			• Dieciocho buques para el ejercicio de la vigilancia y la jurisdicción de aguas litorales, de los que únicamente se adquirirían a Francia ocho guardapescas. 

			• Veintiocho sumergibles: cuatro adquiridos en el extranjero, el Isaac Peral y tres de la clase A, y doce construidos en España, seis de la clase B y ya más adelante, otros seis más de la clase C. Un total de dieciséis sobre los veintiocho planteados. 

			La decisión de incorporar un número tan relevante de sumergibles iba a traer como resultado algo tan importante como la disposición de una nueva capacidad y el nacimiento del arma submarina española. Para iniciar el proceso de una forma rápida, se firmó un contrato con la empresa estadounidense Electric Boat para adquirir el primero de ellos: el Isaac Peral. Simultáneamente, se acordó otro compromiso con Italia para comprar los tres siguientes, del modelo F que se estaban construyendo en los astilleros Fiat-SanGiorgio de La Spezia, y que fueron renombrados inicialmente como A-1, A-2 y A-3. Los cuatro causarían baja antes del 18 de julio de 1936 (Anca, 2008, 64, 66 y 69).

			Sobre la base de los cuatro sumergibles adquiridos en el extranjero, el siguiente paso que dio la Armada fue obtener un producto nacional. Para ello escogió el modelo americano 105-F, de la citada Electric Boat, con el que se construyeron seis submarinos de la clase B: B-1, B-2, B-2, B-4, B-5 y B-6. En el caso de los seis de la clase C, ya hubieron de construirse a partir de 1922, apoyados en la prórroga a los plazos de la ley de 1915 impulsada por el marqués de la Cortina. Gracias a ella, ese año se autorizó la realización de los C-1, C-2, C-3, C-4, C-5 y C-6, también realizados con un modelo de la empresa Electric Boat: el S (Ramírez, 1983, 66-68). Igualmente, al amparo de la ley, los nuevos submarinos fueron acompañados de un buque de rescate elaborado por la constructora holandesa Conrad, que se entregó en 1919: el Kanguro. 

			La Ley Miranda también preveía una inversión para rectificaciones y material aéreo. Sobre ella se dio el primer paso hacia otra nueva capacidad, y dos años después, se aprobó el real decreto que impulsaba la aviación naval.  Al contrario que con el arma submarina, donde el impulso y la decisión fueron firmes desde el principio, hay que mencionar que el arranque práctico del arma aérea no se va a producir hasta tres años más tarde, cuando se aceleró su dotación del material y se adquirieron los dos primeros hangares portátiles y se expropiaron los terrenos destinados a la base y escuela de hidros de San Javier, en Murcia.  Aunque la Armada había identificado la zona del mar Menor, próxima a Cartagena, como la más idónea para instalar la central aérea de la Armada, la necesidad de disponer cuanto antes de un aeródromo en funcionamiento provocó que la primera instalación se ubicase en el Prat de Llobregat, junto a Barcelona, en el campo y la casa denominados de la Volatería, donde se empezó a volar con dos aparatos Avro 504K (Sánchez Lladó, 2004, 80).

			La nueva arma aeronaval pronto se complementó con el apoyo de buques de superficie. En julio de 1921 se le asignó como buque de apoyo el viejo crucero Río de la Plata, y en noviembre se autorizaron las obras necesarias en el vapor Dédalo —ex España n.º 6 y ex Neuenfels— para su transformación en estación transportable de Aeronáutica Naval.  Ninguno de los dos alcanzaría la Guerra Civil.

			Entre los mayores beneficios de los proyectos de Miranda hay que destacar la manera en que supo ver los cambios que se estaban produciendo en la forma de llevar a cabo la guerra en la mar con la incorporación de dos nuevas capacidades: el arma submarina y el arma aérea, junto con la continuidad que ofreció a la construcción naval española para incrementar su desarrollo tecnológico en su enlace con el plan naval de Ferrándiz. 

			A pesar de ello, hubo de desarrollarse en un momento muy complicado por las dificultades de aprovisionamiento e incremento de costes que sufrió nuestra construcción naval como consecuencia directa de la guerra, fruto de la gran dependencia del exterior. Su resultado fue un gran retraso en la ejecución de lo planeado, de manera que fue preciso que los sucesores de Miranda prorrogasen los plazos y anualidades de lo programado en 1915. Este retraso provocó que diferentes series del mismo tipo de buques tuviesen poco en común, lo que indudablemente había de dificultar su mantenimiento y el adiestramiento de las dotaciones. 

			De sus construcciones, los cruceros Reina Victoria Eugenia, renombrado como República tras el 14 de abril, Méndez Núñez, Príncipe Alfonso, renombrado Libertad por la República, y Almirante Cervera, los destructores Alsedo, Velasco, Juan Lazaga y Sánchez Barcaíztegui, los cañoneros Cánovas del Castillo, Canalejas y Eduardo Dato, y los submarinos de las clases B y C participarían en la Guerra Civil.

			Los proyectos de los años veinte

			En el año 1921 se cumplieron los seis años establecidos por Miranda en su ley, y su programa aún no se había completado. Por esta causa, en enero de 1922, el ministro de Marina José Gómez Acebo, marqués de la Cortina, aprobó prorrogar los plazos y las anualidades previstas en la ley de 1915. 

			Con ello, mientras se continuaban las unidades sin finalizar, se pasó a definir las características y el desplazamiento de aquellos buques cuya construcción planteada por Miranda no se había contratado todavía: las segundas series de cruceros y destructores y nuevos submarinos. Como se ha adelantado en el apartado anterior, los cruceros serán los clase Príncipe Alfonso: Príncipe Alfonso y Almirante Cervera, los destructores las primeras unidades de la primera serie de la clase Churruca: Churruca, Alcalá Galiano y Sánchez Barcaíztegui, y los submarinos los seis de la clase C: C-1, C-2, C-3, C-4, C-5 y C-6.

			Desde la promulgación de la Ley Cortina habrá que esperar hasta el año 1926 para encontrar otro programa relevante para incrementar el poder naval español. Ese año se aprobó lo que se denominó el Decreto-Ley Cornejo, impulsado por el ministro de Marina Honorio Cornejo.  El plan Cornejo autorizó la construcción de los siguientes buques:

			• Un tercer crucero de la clase Príncipe Alfonso: el Miguel de Cervantes (Anca, 2008, 34).

			• Otros tres destructores de la primera serie de la clase Churruca: Almirante Ferrándiz, José Luis Díez y Lepanto (Anca, 2008, 41).

			Como apunte hay que recordar que en 1927 se decidió vender los dos primeros destructores de la clase Churruca: el Churruca y el Alcalá Galiano a Argentina, donde se renombraron como Cervantes y Juan de Garay respectivamente. Como consecuencia, en 1928 se ordenó sustituirlos con la construcción de otros tres —Churruca (2.º), Alcalá Galiano (2.º) y Almirante Valdés—. Con ellos, la primera serie de la clase habría de estar formada por siete unidades (Ramírez, 1980, 121-122). 

			Poco después de aprobarse el decreto de Cornejo, el ministro de Hacienda, José Calvo Sotelo, impulsó un real decreto-ley donde se detallaba un presupuesto extraordinario destinado a reactivar y catalizar la economía nacional. En dicha norma se asignaban recursos a diversos ministerios, entre los que se encontraba el de Marina con casi 878 millones de pesetas, divididos en partidas que terminaban en 1936.  Con ellos, Calvo Sotelo, asesorado por el ministro Cornejo, planteó un ambicioso plan naval que preveía la construcción de, entre otros, tres cruceros tipo Washington de 10.000 tm, tres destructores tipo Churruca o doce sumergibles del tipo C. 

			El programa distó mucho de cumplirse en su totalidad, pero permitió ordenar la ejecución de dos cruceros tipo Washington de 10.000 tm: el Baleares y el Canarias. Estos dos cruceros serían los principales buques en construcción que se encontraría el Gobierno republicano. Ambos serían entregados después del 18 de julio y realizarían un papel muy relevante en la guerra. 

			Hay que señalar sobre ellos que los técnicos de la Armada habían venido manifestando su preocupación por el creciente desequilibrio de la fuerza naval a favor de los cruceros. La oposición a la construcción de estos buques fue destacada por el propio Francisco Moreno en las notas manuscritas que elaboró en el año 1932 sobre la situación de la Armada. En ellas se refería de la siguiente forma a la opinión de los oficiales de la Marina sobre la elección de este modelo de crucero, vulnerable y poco protegido: «La construcción de estos buques […] fue objeto de duras críticas por la inmensa mayoría de los oficiales de Marina, que no veían en ellos el tipo adecuado para nuestras necesidades». 

			Con todo, el asesoramiento naval fue tenido parcialmente en cuenta, y su esfuerzo logró revertir la programación del tercer crucero, al que se pretendía asignar el nombre de Ferrol, logrando que la inversión prevista en él se emplease en la construcción de cinco destructores que formarían ya la segunda serie de la clase Churruca: Almirante Antequera, Almirante Miranda, Gravina, Escaño y Císcar, a los que al poco tiempo se sumarían otros dos adicionales: Jorge Juan y Ulloa, totalizando siete buques de esta segunda serie. Como los cruceros Baleares y Canarias, las dos series de destructores participarían en la Guerra Civil.

			Igualmente hay que indicar que el plan de Calvo Sotelo también contemplaba una sensible inversión en el Ministerio de la Guerra, de la que se asignaron algo más de 187 millones de pesetas a los elementos del Ejército dedicados a la defensa de las bases navales de Ferrol, Cartagena y Mahón. Un dinero que se destinaría fundamentalmente a reforzar la defensa de costa en torno a dichas instalaciones, con la adquisición de proyectores, estaciones directoras de tiro o municiones, así como a expropiaciones, asentamientos de piezas, obras de defensa, depósitos de municiones, etc. 

			Otra cuestión que hay que destacar en esta década fue el progreso de la Aeronáutica Naval. Los buenos resultados obtenidos en sus inicios y en su participación en las operaciones en África supusieron un catalizador para esta nueva arma. Durante los años veinte se fueron incorporando diversos aparatos —caso de los hidros F-3, F-6 Machi 18 y 24, Savoia-13, 16 y 16-bis, Martynside F-4, Blackburn-Swift o Parnall-Panther— con diferentes resultados. A mediados de marzo de 1929 ya se adquirieron los hidroaviones Savoia-62, aviones que dieron muy buen resultado y que estuvieron en activo hasta empezada la Guerra Civil, y al poco tiempo media docena de Dornier Wal, diseñados para reconocimiento marítimo y bombardeo. Ambos aparatos supusieron un importantísimo paso adelante en la dotación y modernización de la Aeronáutica Naval para entrar en condiciones razonablemente buenas en los años treinta (Ramírez, 1987, 99-120).

			La organización del personal en el primer tercio del siglo

			Al igual que los años anteriores a 1931 se fueron desarrollando los diversos planes navales que construyeron la Armada que recibió la Segunda República, la organización que amaneció el 14 de abril fue fruto de la evolución habida durante ese periodo. Volviendo al marco de las reformas de ministro Ferrándiz, a causa de la Ley de 7 de enero de 1908, se promulgó posteriormente otra de fecha 12 de junio de 1909, por la que se reordenaron las plantillas, cuerpos y escalas, al igual que se declararon a extinguir diversas escalas superadas por los tiempos.  A modo de resumen, Ferrándiz dividió los cuerpos de la Armada en dos grupos:

			• Cuerpos Patentados: General, Ingenieros, Artillería, Infantería de Marina, Administración, Sanidad, Eclesiástico, Jurídico y Maquinistas Mayores.

			• Cuerpos Subalternos: Contramaestres, Condestables, Maquinistas, Practicantes, Obreros Torpedistas-Electricistas y Auxiliares de Oficinas.

			Junto a esta organización se modificó gran parte de la uniformidad, y en el Cuerpo General se implantó la coca como distintivo de los galones, en sustitución de las tradicionales estrellas, en semejanza al modelo británico. A partir de aquí, ninguno de los sucesivos ministros realizó una reforma profunda de la organización en donde más lo necesitaba: las plantillas de personal. La mayor parte las ajustó, pero normalmente al alza. Dado lo reducido de los escalafones, cualquier modificación tuvo gran incidencia en el personal, provocando de forma muy continua vaivenes en todos los cuerpos.

			En 1915, a iniciativa del ministro Miranda, se aprobó el reglamento del Cuerpo de Maquinistas, que otorgaba a sus oficiales similares empleos, derechos y atribuciones que al Cuerpo General. Su puesta en vigor fue muy mal acogida, dando lugar a tensiones, resistencias y presiones de muchos miembros de este último, que lo bloqueaban continuamente.  A consecuencia de ello, ciertas cuestiones sensibles tuvieron que ser reiteradas y clarificadas por el ministro de Marina José Pidal y Rebollo, a través del Real Decreto de 10 de abril de 1918. 

			En 1920 Europa se recuperaba de la Primera Guerra Mundial y en Rusia se había producido la Revolución soviética. Una referencia contemplada por las clases populares de gran parte de Europa como un modelo a imitar, y que muchos vieron con posibilidad de repetir en sus propios países, caso del movimiento espartaquista en Alemania. Todo ello al mismo tiempo que los líderes soviéticos pretendían convertir el comunismo en un movimiento internacional.  En este contexto, el presidente Eduardo Dato, que también había asumido la cartera de Marina, prestó más atención a la política de personal, con decisiones dirigidas, por un lado, a contener los posibles manejos revolucionarios que comenzaban a aparecer entre las clases subalternas y, por otro, a evitar que surgiesen unas Juntas de Defensa, similares a las del Ejército de Tierra. 

			Entre las medidas tomadas, se aumentaron las retribuciones, se reorganizó la maestranza de los arsenales o se declaró reglamentaria para los Cuerpos Patentados la actual chaqueta americana cruzada, en vez de la tradicional e incómoda marinera.  Dato también descentralizó la actividad de la Armada, volviendo a crear las antiguas capitanías generales y dando su mando a almirantes como autoridades jurisdiccionales y con mando y control sobre el litoral. 

			La normativa de estos años no prestó demasiada atención a las clases de marinería, salvo en el mandato ministerial de José Gómez Acebo, último civil al frente de la cartera de Marina en el reinado de Alfonso XIII, quien impulsó la construcción de piscinas y centros deportivos en los departamentos, escuelas y centros marítimos y la instalación de cámaras frigoríficas en los arsenales y declaró obligatoria la enseñanza primaria para toda la marinería (Bordejé, 1978, 367). En los años veinte, igualmente se produjeron habituales vaivenes de plantillas.  Cada vez que estas se reducían, los ceses que aparejaban afectaban más al resto de los cuerpos en beneficio del General, muchas veces de forma injustificada, lo que generaba oposición hacia este entre el resto (Bordejé, 1978, 500).

			En paralelo al desarrollo de la tecnología fue siendo necesario incorporar nuevos cuerpos. Así, en 1924, se creó el Cuerpo de Radiotelegrafistas de la Armada, una especialización que hasta entonces no contaba con clases subalternas.  En 1927 se dio un gran paso adelante en lo relativo a la organización de la Aeronáutica Naval, con la aprobación del real decreto que regularía la formación, reglamento y el perfil de carrera del personal necesario para realizar los diferentes cometidos propios de este sistema de armas: jefes, oficiales, clases —entre ellos la sección del Cuerpo Subalterno de Aeronáutica— y maestranzas —Maestros de Aeronáutica—. 

			En el año 1928 fue nombrado ministro de Marina el contralmirante Mateo García de los Reyes. Era un momento de enorme sensibilidad, con el descontento hacia Primo de Rivera en su mayor auge, y con una crisis política y económica creciente, que poco más tarde provocaría un cambio de régimen político. García de los Reyes elaboró una serie de disposiciones que provocaron graves conflictos y notable malestar interno. Trató de rejuvenecer los escalafones y agilizar los ascensos, disminuyendo los tiempos de efectividad en los distintos empleos. Al mismo tiempo, aplicó un sistema de promoción que evaluase a ciertos porcentajes de personal por elección, basándose en criterios objetivos. Un sistema para el que la Armada no estaba preparada todavía, y que suscitó múltiples temores por su supuesta subjetividad. 

			Comenzó por rebajar la edad de pase a la reserva en los empleos más altos, reduciendo en cuatro años cada una de las edades de pase a la reserva o al retiro de vicealmirantes, contralmirantes y capitanes de navío.  Simultáneamente, volvió a incrementar las plantillas del Cuerpo General, disminuyendo, una vez más, las del resto. Esta medida volvió a generar división entre los diversos cuerpos y el General (Bordejé, 1978, 521). La aplicación de este recorte tampoco fue muy acertada, pues se realizó de abajo arriba, cortando carreras que estaban comenzando.

			Poco después, catalogó los cuerpos de la Armada como «Militares» y «Político-Militares». Los primeros eran únicamente el General, Infantería de Marina y Maquinistas, y los segundos, con carácter asimilado a profesiones civiles, el resto.  Además de esta diferenciación en su consideración, que muchos estimaron ofensiva, la norma precisaba también que solo podrían alcanzar la categoría de oficial general los Cuerpos General y de Infantería de Marina, perdiendo todos los demás esta opción. Como resultado, tras su firma se produjo el inmediato pase a la reserva de veinticuatro oficiales generales, permaneciendo en plantilla únicamente veinte, dieciocho del Cuerpo General y dos de Infantería de Marina.  Por esta razón, se produjo una escisión entre cuerpos verdaderamente notable, generándose muchísima animadversión entre todos ellos (Cerezo, 1983, I, 221 y Bordejé, 1978, 525). 

			Esta situación tuvo que ser apaciguada dos años después por su sucesor, el contralmirante Salvador Carvia y Caravaca. Carvia, en un momento de gran convulsión en la política nacional, optó por una política que procurase evitar conflictos internos que podrían ser aprovechados y maximizados con propósitos políticos. De esta manera, dedicó su esfuerzo principal a corregir los decretos de García de los Reyes, suprimió el apelativo de Cuerpos Político-Militares que tanto malestar había generado y volvió a establecer el ascenso a la categoría de oficial general a sus miembros (Bordejé, 1978, 535). 

			Realizó una reorganización de diversos cuerpos, redefiniendo sus cometidos, empleos, forma de ingreso, y amplió las plantillas de todos, aunque de forma excesiva, configurándolos de la forma en la que se los iba a encontrar la República. Entre otros, emprendió la reordenación de los Cuerpos Jurídico, de Sanidad, de Intendencia e Intervención —cambiando su anterior denominación de Cuerpo de Contaduría e Intervención—, de Ingenieros, de Artillería, de Infantería de Marina, de Torpedistas-Electricistas —dividiéndolos en Torpedistas y Electricistas—, de Maquinistas, de Contramaestres, de Condestables, de Practicantes o de Auxiliares de Oficina. 

			En el caso de los Cuerpos de Artillería e Ingenieros, la restructuración adelantó en la exposición de motivos de los Reales Decretos Leyes 1.636 y 1.637 un razonamiento claramente alineado con la posterior decisión republicana de declararlos a extinguir y sustituir sus funciones por elementos no militares: subrayó cómo el carácter científico e industrial de ambos respondería mejor a una organización genuinamente civil. Una reforma en su consideración que, no obstante, se desechaba «momentáneamente» por constituir una medida tan nueva y radical que había de ser acometida con el concurso de las Cortes. En el caso del Cuerpo de Infantería de Marina, el Real Decreto Ley 1.638 lo organizó en tres regimientos y una compañía de ordenanzas para el servicio en el propio Ministerio de Marina, asignándole como cometidos principales desempeñar el servicio militar de la Marina en las capitales de los departamentos, arsenales, polígonos y establecimientos de bases navales y cooperar en toda clase de desembarcos. 

		

	
		
			2. 
LA POLÍTICA NAVAL DE LA SEGUNDA REPÚBLICA


			La política naval republicana siempre se ha tratado de manera muy general, al tiempo que ha sido objeto de diversas críticas. Críticas que en muchos aspectos son injustas. Por ejemplo, Ricardo Cerezo calificó sus actuaciones como «vuelta al retraimiento en política naval» y Fernando Bordejé se refirió a sus programas navales como «verdaderamente ridículos» (Cerezo, 1983, I, 320 y Bordejé, 1978, 619). 

			La realidad no fue exactamente así. Al igual que en otras épocas, hubo errores, algunos muy notables, como fue el caso de la política de personal. También, como consecuencia del excesivo número de ministros que desempeñaron la cartera de Marina —catorce figuras diferentes en cinco años—, careció de continuidad y atención. Y hubo de chocar con la indiferencia de parte del Gobierno y la falta de recursos económicos para el refuerzo del poder naval. Pero, a pesar de todo ello, hubo personalidades como José Giral Pereira que desarrollaron una visión naval muy acertada que logró concebir programas basados en buenos planteamientos, muy completos y realistas. 

			Sus objetivos y pretensiones, bien adaptados a la realidad económica del país, hubieran conducido a la realización de un poder naval mucho más eficiente y equilibrado que aquel con que se encontró el régimen. Por ello se puede decir que, aunque de una forma muy lenta y discontinua, la República desarrolló una política naval racional y realista, que dio sus frutos en el diseño de alguno de los planes mejor pensados del primer tercio del siglo xx, aunque lamentablemente no llegasen a ejecutarse por el comienzo de la Guerra Civil. 

			Hasta 1931 la dirección de las políticas navales, materializada sobre el titular de la cartera ministerial de Marina, había recaído habitualmente sobre perfiles técnicos, normalmente oficiales de la Armada. Y cuando no había sido así, el perfil del ministro había estado muy relacionado con este estamento, sosteniendo su visión naval sobre sobre él. De muchos de aquellos mandatos se puede decir que carecieron de realismo y no alinearon sus proyectos navales con la situación estratégica española y sus intereses marítimos. Pero muy especialmente, no tuvieron en cuenta los recursos económicos y tecnológicos nacionales, razón por la que muchos de ellos nunca se llegaron a completar. También, salvo en casos singulares como el del ministro Augusto Miranda, les faltó continuidad. Los frecuentes movimientos en el liderazgo provocaron no deseados vaivenes y abandonos de proyectos no compartidos ni asumidos por la sucesión en el ministerio.

			El primer cambio que va a realizar la República sobre la institución naval va a estar dirigido precisamente al modelo de liderazgo estratégico, algo que va a suponer una transformación de gran calado en relación con la tradición habida hasta entonces. Este va a dar paso a figuras civiles con un perfil fuertemente político, muy especialmente durante los Gobiernos de izquierdas. Personalidades generalmente muy alejadas de criterios técnicos. En la Segunda República, en sus poco más de cinco años de paz, hubo catorce ministros, alguno como Nicolás Molero con carácter interino y otros, como Javier de Salas y José Giral, que ocuparon la cartera en dos ocasiones.

			Los mandatos correspondieron a: Santiago Casares Quiroga desde el 14 de abril al 14 de octubre de 1931; José Giral Pereira desde el 14 de octubre de 1931 al 11 de junio de 1933; Lluís Companys Jover desde el 12 de junio al 12 de septiembre de 1933; Vicente Iranzo Enguita desde el 12 de septiembre al 8 de octubre de 1933; Leandro Pita Romero desde el 8 de octubre al 16 de diciembre de 1933; José Rocha García desde el 16 de diciembre de 1933 al 23 de enero de 1935; Gerardo Abad Conde desde el 23 de enero al 3 de abril de 1935; Francisco Javier de Salas y González desde el 3 de abril al 6 de mayo de 1935; Antonio Royo Villanova desde el 6 de mayo al 25 de septiembre de 1935; Pedro Rahola y Molinas del 25 de septiembre al 14 de diciembre de 1935; Francisco Javier de Salas y González del 14 al 30 de diciembre de 1935; Nicolás Molero Lobo (interino) el 31 de diciembre de 1935; Antonio Azarola y Gresillón desde el 1 de enero al 19 de febrero de 1936 y nuevamente José Giral Pereira desde el 19 de febrero hasta el comienzo de la Guerra Civil.

			De todos ellos los más importantes fueron sin duda los dos primeros: Santiago Casares y José Giral. Casares por realizar la reorganización de la Marina militar y dirigir sus primeros pasos, y Giral —ministro en dos ocasiones— por ser el responsable de los principales y mejores proyectos planteados para incrementar el poder naval en aquellos años. 

			Poseedores de un perfil fuertemente político y republicano, estaban inspirados por el pensamiento de Manuel Azaña y su reforma de un Ejército por entonces obsoleto y sobredimensionado. Llegaron así a sus carteras con la pretensión de reducir efectivos y unidades, y adaptar el pensamiento de los oficiales al ideario republicano y ganar la lealtad de la Armada al régimen. Ninguno de los dos tenía conocimientos previos de la Marina de guerra y pronto, al tiempo que recorrían la institución y conformaban su visión naval, chocaron con una situación diferente a la que esperaban. 

			Conforme supieron de la realidad geoestratégica española en el escenario naval europeo, y las dimensiones y la situación de la Armada, ambos fueron conscientes de que el problema al que se enfrentaban era distinto. El primero de ellos, Casares Quiroga, lo expuso al poco de llegar al cargo de la siguiente manera: «Me encuentro, a diferencia del ministro de la Guerra, con que la escala de la Marina de guerra es inferior a las necesidades nacionales». 

			Por su parte, Giral, tras conocer la difícil situación de nuestro poder naval, se pronunciaría de manera similar, al alertar en abril de 1932 de que España «necesita indispensable y urgentemente reformar su Marina de guerra, colocándola […] en condiciones de máxima eficacia» (Giral, 1932, 20). Un aviso que reiteraría públicamente en los debates de presupuestos realizados en las Cortes en diciembre de ese año al exponer con claridad cómo «nuestra Marina está tan falta de dotación que, en un momento dado, si se precisara defender la neutralidad sería imposible hacerlo». 

			El problema naval republicano

			La política de seguridad de la Segunda República tuvo como principal objetivo sostener una neutralidad armada con una estrategia militar defensiva. Una política sin ambiciones exteriores, y carente de deseos expansionistas, que perseguía sobre todo garantizar la independencia y mantener la integridad nacional. Para ello valoraba emplear, si fuesen necesarios, sus recursos militares con la indicada función defensiva.

			Al igual que los Gobiernos anteriores, apostó por el sistema internacional de seguridad colectiva basado en la Sociedad de Naciones, y al mismo tiempo continuó decantándose por la neutralidad con un juego de equilibrios con los actores más importantes del escenario mediterráneo occidental: Gran Bretaña —principal poder naval del área—, Francia e Italia. La realidad iba a impedir sostener eternamente esta política de neutralidad abierta en un foro como el de la Sociedad de Naciones. En los momentos más delicados, España se verá obligada a inclinarse a favor del bloque franco-británico, tal y como ocurrió con ocasión del conflicto italo-abisinio, cuando la postura de equilibrio se hizo muy difícil y la situación internacional no permitió mantener esa neutralidad (Gil-Robles, 1978, 314).

			Si bien esta política de neutralidad no difería de la llevada a cabo por todos los diferentes Gobiernos españoles desde comienzos del siglo xx, en este caso se formalizó en la redacción de la Constitución de la República, donde su artículo 6.º estableció su alejamiento de los propósitos bélicos ofensivos de la siguiente forma: «España renuncia a la guerra como instrumento de política nacional». 

			Como bien entendieron los gobernantes republicanos, el compromiso neutralista y pacifista había de sostenerse sobre los recursos militares y su eficacia, y por ello nunca fue un compromiso antimilitarista. Así, se puede encontrar a dirigentes como el propio Manuel Azaña expresándose en diciembre de 1932 ante las Cortes de esta manera, acerca del modo en que había de interpretarse la mencionada neutralidad armada (Azaña, 1939, II, 498):

			España no puede permanecer indefensa: España es un país pacífico, no solo porque lo hemos dicho en la Constitución, sino porque lo somos […], pero nadie es dueño de su paz, ni siquiera la Sociedad de Naciones puede sernos a nosotros una garantía de paz […] y España tiene que estar en condiciones tales que, en caso de conflicto […] pueda al menos hacer respetar su propia paz.

			La cercanía a la península de las áreas de interés marítimo nacionales y el citado matiz defensivo de las misiones que podrían asignarse a la Armada para protegerlos hacían que esta necesitase del refuerzo de aquellos medios que mejor respondiesen a este fin. Con capacidades más aptas para cometidos de este tipo: submarinos, destructores, etc., en detrimento de otros como los cruceros, más apropiados para misiones de seguridad en largas comunicaciones marítimas, lo que no era el caso de España (Giral, 1932, 21). 

			Giral, en línea con responsables navales del anterior régimen, consideraba que la opción naval y su contribución a la defensa y neutralidad de España pasaba por disponer de una Marina de guerra que, aunque modesta, pudiese vencer el equilibrio entre la francesa y la italiana. Ambas estaban muy igualadas entonces y en disputa por la supremacía marítima en el Mediterráneo occidental en el que las Baleares eran un área clave en su seguridad y economía. 

			La estrategia republicana en el ámbito naval se formalizó en el mes de abril de 1932, cuando el ministro Giral marcó los siguientes propósitos a una comisión designada por él para analizar la situación y necesidades de la Marina militar: 

			[…]

			A) Hacer respetar nuestra neutralidad en cualquier conflicto:

			1.ª Porque las demás naciones sepan que las fuerzas navales que poseemos están en condiciones de entrar en combate en cualquier momento.

			2.ª Por ser estas fuerzas navales suficientes para que el temor de que […] puestas con nuestra situación estratégica en uno de los platillos de la balanza la inclinasen de ese lado, impida nos obliguen a intervenir.

			B) Que si nos viésemos obligados a entrar en guerra a favor de uno de los bandos, aquel al cual nos inclinásemos, gracias a nuestra situación y al refuerzo de nuestros elementos navales, domine en todo momento en el estrecho de Gibraltar y se tengan seguras las comunicaciones entre los puertos de Baleares, Marruecos y la península, impedir también el éxito a cualquier ataque a Baleares principalmente.

			Es decir, Giral oficializó así la pretensión de configurar una Marina defensiva, subordinada a la política de neutralidad, que tuviese la suficiente fuerza y preparación para suponer un claro elemento de disuasión. Sobre ella se situaba una realidad geoestratégica muy compleja derivada de la privilegiada posición de España a caballo del Atlántico y el Mediterráneo. Una situación que el contralmirante francés Raymond de Belot consideró la más importante de la Europa de aquel tiempo desde el punto de vista naval (Belot, 1962, 23). A partir de ahí, acudiendo a lo escrito por el vicealmirante Juan Cervera Valderrama en 1935 se puede muy bien intuir dónde debía centrar España su atención marítima y por qué (Cervera Valderrama, 1935, 504):

			España, por su situación geográfica, tiene en sus manos los principales nudos de comunicaciones en Europa. […] Las comunicaciones con el oriente, granero de Europa, en el que se asienta el poder más formidable que hay en el mar —en alusión a Gran Bretaña— están intervenidas por el estrecho de Gibraltar y las islas Baleares. Tenemos una posición que puede servir al amigo y entorpecer al enemigo, y que en este sentido es inestimable. El mérito de nuestra política internacional consistirá en saber utilizarla en pro de la neutralidad.

			España disponía de multitud de puntos de apoyo a fuerzas navales entre las que, además de un gran número de puertos civiles, destacaban unas bases navales bien situadas y orientadas: las bases navales principales de Ferrol, Cádiz y Cartagena, y las bases navales secundarias de Ríos en Vigo y Mahón. Desde ellas se podía actuar, apoyar, impedir o dificultar la actuación de un tercer país sobre las vías marítimas más relevantes del entorno. Unas rutas marítimas, a su vez, que eran claves para la seguridad y economía de Gran Bretaña, Francia e Italia, y discurrían forzosamente por dos áreas de interés marítimo bajo la influencia española: el estrecho de Gibraltar y el archipiélago de las islas Baleares. 

			En el caso del primero, era el paso obligado para las rutas comerciales entre el Mediterráneo y el Atlántico. Por ellas navegaban tanto los productos con procedencia o destino a las costas de países mediterráneos, como la práctica totalidad del comercio marítimo realizado entre las potencias europeas y sus colonias y regiones administradas en el Índico y más allá, que cruzaba el Mediterráneo desde la apertura del canal de Suez en 1869, caso de la Indochina francesa, las Indias holandesas o la India británica. 

			Estas rutas, básicas para la economía de Gran Bretaña, eran una de las razones que explicaban que fuese considerada como la principal potencia naval del área, consecuencia del despliegue de unas importantísimas fuerzas navales y aéreas, las mayores de todas las Marinas presentes. Junto con su interés, la dependencia italiana del tráfico de mercancías que atravesaba el estrecho de Gibraltar era absoluta. El país era una suerte de isla mal comunicada con el resto de Europa a través de los Alpes, y más del 75 por ciento de los recursos necesarios para el funcionamiento de su economía navegaban a través del estrecho de Gibraltar, del canal de Suez y el estrecho de los Dardanelos (Roucek, 1953, 72). 

			Del mismo modo, el Estrecho era el punto de paso obligado para la reunión de las fuerzas navales francesas, repartidas entre el Atlántico y el Mediterráneo, en el caso de que un conflicto lo hiciese necesario. Para todos: Francia, Gran Bretaña e Italia, la disposición de fuerzas españolas en ambos lados del Estrecho, y el despliegue de dos bases tan importantes como eran las de San Fernando y Cartagena, que permitían la actuación simultánea en ambos mares, otorgaban pues grandes ventajas y valor a nuestra posición. 

			Sobre las Baleares el problema era similar. Las islas y su principal base naval, Mahón, potenciada con grandes fondeaderos naturales de las bahías de Palma, Alcudia y Pollensa, se consideraban la posesión naval más ventajosa del escenario marítimo del Mediterráneo occidental. Si las rutas marítimas que cruzaban el estrecho de Gibraltar eran esenciales para la economía británica y la italiana, las que atravesaban la parte occidental del Mediterráneo en dirección norte-sur —enlazando Francia y el Magreb— lo eran para la seguridad y la economía francesas, y las Baleares, la zona clave donde interrumpirlas. 

			Las rutas marítimas que unían los puertos franceses del norte de África con los mediterráneos del sur de Francia tenían una importancia económica muy elevada para este país. Una cuestión que entraba directamente en el ámbito de su seguridad, puesto que en tiempo de guerra no podría prescindir de los minerales y el grano provenientes del norte de África para sostener el esfuerzo bélico. Francia tenía asimismo una exigencia añadida para estas rutas: consideraba como la clave del éxito de su defensa frente a un ataque en el continente —Alemania se sentía como una amenaza— la llegada entre la segunda y tercera semanas de movilización de cinco divisiones y media destacadas por sus fuerzas mejor preparadas y alistadas para el combate, las tropas coloniales desplegadas en el norte de África (Jackson, 2000, 133). 

			En lo referente a Italia y Gran Bretaña, las Baleares igualmente presentaban un punto crítico en las rutas marítimas que cruzaban por el estrecho de Gibraltar, a las que flanqueaban por el norte. Pero, además, para los italianos las islas tenían un valor a mayores, su posicionamiento allí les podía proporcionar una ventaja militar clave de cara a una guerra con Francia o Gran Bretaña. De hecho, autores como John Morris Roberts mencionan las ambiciones de Mussolini sobre este enclave como una de las razones de su apoyo al bando sublevado en la Guerra Civil española (Roberts, 1967, 422).

			La reorganización de la Marina militar

			El Gobierno provisional republicano comenzó a llevar a cabo pronto los esperables cambios formales, consecuencia de la instauración de un nuevo régimen. Ordenó, a los pocos días de alcanzar el poder, prometer defender a la República y obedecer sus leyes. Para ello habían de firmarse unos pliegos encabezados por el texto de la promesa, advirtiéndose a los que rehusasen hacerlo que serían automáticamente separados del servicio en el caso de los oficiales generales, o pasados al retiro los demás. Al contrario que en el Ejército, dentro de la Armada el compromiso fue prácticamente completo. 

			El 27 de abril de 1931, se formalizó el cambio de la bandera bicolor por la novedosa tricolor.  Simultáneamente, fue retirándose la simbología monárquica existente, incluyendo la asignación de nuevos nombres a los buques.  Las coronas reales fueron sustituidas por las murales en los uniformes y en los escudos, sellos y símbolos.  El 24 de abril se derogó el reglamento de honores y saludos, ordenándose que las voces tradicionales se sustituyesen por las de «Viva la República». 

			Se suprimieron múltiples condecoraciones de la época monárquica, prohibiéndose portarlas sobre el uniforme. Del mismo modo, se articuló una comisión para revisar la obra legislativa anterior, presidida por el ministro togado Guillermo García Parreño.  Por medio de ella se llevó a cabo un gran desmontaje normativo que derogó más de setenta reales decretos de muy diferente naturaleza. 

			Se aprovechó también para introducir cambios en la uniformidad, homogeneizando a todos los cuerpos y escalas, que hasta entonces vestían uniformidades muy dispares. Con ellas se eliminó la coca en las divisas del Cuerpo General, sustituyéndola por una estrella de cinco puntas, al igual que la bomba en el de Artillería o la placa en el Jurídico.  Y se extendió el uso de la chaqueta americana como uniforme de los Cuerpos Subalternos y Maestranza.  Junto con las cuestiones indicadas, se pasó también a adoptar diversas medidas de corte social. Estas, en su mayor parte, se dirigieron a beneficiar a los estamentos más desfavorecidos, caso de las clases de marinería, que sin duda acusaban notables diferencias en sus condiciones de trabajo y vida en relación con otros. 

			Así, el día 22 de abril se ordenó la licencia para el 1 de mayo de todos los marineros de reemplazo que, procedentes del cupo de 1929, hubiesen de licenciarse durante todo el año 1931.  Se dispuso entregar al personal franco de servicio el importe de las raciones no consumidas, que los centinelas no portasen el fusil, dejándolo en un lugar en las proximidades de su puesto, pasando a llevar únicamente el machete (salvo el centinela de proa), y se estableció un tiempo máximo para los servicios de una hora durante el día y dos de noche.  El día 23 de julio también se aprobó un crédito extraordinario para incrementar la ración de la marinería en 0,50 pesetas durante el periodo restante de ese año. 

			Se otorgó una amnistía e indulto total a toda clase de delitos políticos, sociales o de imprenta cometidos durante los últimos años de la monarquía. Como consecuencia, el 1 de mayo de 1931, el ministro de Marina decretó el indulto de todas las correcciones impuestas por vía disciplinaria o gubernativa, invalidándose todas las notas desfavorables.  Este se hacía extensivo a las penas impuestas por sentencias de consejos de disciplina a marinería, tropa y clases. También se nombró una comisión de tres magistrados que revisarían los fallos de los tribunales de honor, permitiendo el regreso de miembros de la Armada expulsados por diversas causas (Bordejé, 1978, 572). 

			Se creó la Sala de lo Militar en el Tribunal Supremo de Justicia, a la que se vincularon las autoridades judiciales de las antiguas auditorías de los departamentos marítimos y capitanías militares. Al mismo tiempo, se disolvió el antiguo Consejo Supremo de Guerra y Marina, integrando la justicia militar en el sistema judicial y reduciendo la jurisdicción militar a aquello que le era propio: el delito de naturaleza militar. 

			Para emprender la reorganización de la Armada, el ministro Casares ordenó que se formase una serie de comisiones en el ámbito de los diferentes cuerpos que analizasen y propusiesen la transformación orgánica que habría de realizarse.  El acoplamiento de las distintas ponencias a elaborar por las comisiones correspondería al almirante José González, presidente de la comisión del Cuerpo General. 

			La propuesta del Cuerpo General se mantuvo en la línea de las reformas de Carvia, y estuvo apoyada en los trabajos que se habían elaborado en la Escuela de Guerra Naval por medio del análisis de las organizaciones de otras Marinas (Cerezo, 1983, I, 325-326 y Díez de Rivera, 1934, 237).  En su contenido se realizó una interesante alusión al grave problema de disciplina interna existente en la Marina militar, al subrayar en letras mayúsculas sobre el resto del texto: 

			Y, POR ÚLTIMO, EL PROBLEMA CUYA RESOLUCIÓN ES MÁS URGENTE Y ESENCIAL DE CUANTOS TIENE ACTUALMENTE PLANTEADOS LA MARINA ES EL MANTENIMIENTO DE UNA RÍGIDA Y RACIONAL DISCIPLINA, QUE OBSERVADA DE ARRIBA ABAJO […] CONSTITUYE EL MÁS SÓLIDO E INDISPENSABLE CIMIENTO DE TODA ORGANIZACIÓN MILITAR Y MÁS AÚN EN LA MARINA POR LA CARACTERÍSTICA ESPECIAL DE SU CONTEXTURA.

			La propuesta chocó en cierto modo con la intención inicial del ministro Casares de eliminar el Estado Mayor de la Armada, y con ciertas pretensiones de un grupo de representantes de los Cuerpos de Sanidad, Intendencia, Ingenieros, Artillería y Maquinistas, que acusaban el estudio del Cuerpo General de estar en «abierta contradicción con las normas de igualdad, armonía y fraternidad que constituyen la directriz de las ponencias de los Cuerpos Especiales».  Se mostraban asimismo contrarios a la existencia de un Estado Mayor, al que tildaban de «acaparador y absorbente, que seguiría monopolizando el gobierno de la Marina teniendo a todos los cuerpos sometidos a sus dominios», poniendo de manifiesto un abierto enfrentamiento y un gran nivel de tensión y rivalidad corporativa. 

			Incidía igualmente este escrito en la preponderancia y las relaciones entre cuerpos, trasladando sus esperanzas a los gobernantes republicanos de la siguiente forma: «Los Cuerpos Especiales de la Armada tienen puestas sus esperanzas en los inteligentes y justicieros gobernantes de la República […] esperando que sabrán imponer la fraternidad en la Marina, destruyendo la hegemonía de los que hasta hoy monopolizan su gobierno y dirección por un malentendido espíritu de cuerpo».  Finalizaban con una mención al llamamiento a la disciplina que realizaba la ponencia del Cuerpo General en letras mayúsculas: «La otra disciplina, la que sustentan los que tienen obsesión del mando y del poder, la impuesta con el rigor del castigo, no es disciplina, sino servilismo y esclavitud y lleva consigo gérmenes de odio, impulsos de rebeldía y anhelos de venganza». 

			A pesar de todo, en la reunión de todas las comisiones, celebrada en el ministerio los días 3 y 4 de julio de 1931 para tratar la reorganización, a la que asistieron representantes de las comisiones nombradas al efecto, se alcanzó un relativo consenso sobre la propuesta realizada por el Cuerpo General con diversas modificaciones menores.  Trasladado el resultado al ministro, este aprobó las líneas generales del proyecto, introduciéndole dos modificaciones de calado en contra de lo inicialmente propuesto: la incorporación de una subsecretaría de carácter civil y político con una responsabilidad coordinadora y subordinada al ministro en la organización por encima del resto, y la declaración a extinguir del Cuerpo de Infantería de Marina. 

			Casares había seguido en lo esencial el asesoramiento del nivel técnico y comprendido la necesidad de la disposición de un Estado Mayor que asumiese las funciones operativas. Como resultado, la nueva organización se sancionó en dos pasos. La primera, el decreto de 10 de julio de 1931, denominado de «Reorganización de las fuerzas de la Armada», y la segunda, la ley de 24 de noviembre del mismo año, que ratificó y dio fuerza de ley el anterior decreto.  La exposición de motivos del decreto del mes de julio justificaba así las razones de la reforma: 

			La evidente desproporción que existe entre los elementos de defensa naval con que puede contar España, y el sacrificio económico que su sostenimiento impone sería por sí sola razón suficiente para que el Gobierno de la República se preocupase en dar a nuestra Marina militar una organización que, conservando a los barcos de nuestra flota y a las bases que ellos se apoyan toda su actual eficacia, permitiese reducir considerablemente los gastos que a la nación origina el mantenimiento de un tan costoso instrumento de guerra. 

			Ordenaba la extinción de aquellos cuerpos cuya función «no justificaba su oneroso sostenimiento»: los de Ingenieros, Artillería, Infantería de Marina, Eclesiástico y la Sección de Farmacia. En el caso del Cuerpo de Infantería de Marina, conforme fuesen extinguiéndose sus plantillas, cubriría sus servicios marinería seleccionada a su ingreso.  Sin embargo, si se revisa cuantitativamente el resultado de este propósito se puede ver cómo el coste previsto para el Cuerpo de Infantería de Marina en el total de los presupuestos del Ministerio de Marina del año 1931 no superaba el 1,8 por ciento —4,5 millones de pesetas, de los cuales 3,6 estaban destinados a personal y 0,9 millones a material— de un total de 252,3 millones de pesetas. 
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